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ACTA No. 0039 del 09 de Marzo de 2009

ASUNTO

Procede la Judicatura a resolver la impugnación interpuesta por el apoderado del señor GILBERTO ACEVEDO SABOGAL, contra la sentencia proferida el día 23 de Febrero de 2.009, por el Juzgado 3º Laboral del Circuito, dentro del proceso reseñado en la referencia: 

I. LA DEMANDA 

1. Pretensiones:

Ante la aparente vulneración del derecho fundamental de PETICIÓN, pretende el accionante que el a-quo ordene al Instituto de Seguros Sociales, dar respuesta clara, precisa y de fondo a la solicitud presentada el pasado 15 de enero de 2009.

II. IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

1. Accionante:

Se trata del señor GILBERTO ACEVEDO SABOGAL, mayor de edad, vecino del municipio de Cartago, identificado con cédula de ciudadanía No. 17.002.480 expedida en Bogotá.

2. Accionado:

Se trata de la Empresa Industrial y Comercial del Estado del orden nacional, Instituto de Seguros Sociales, Seccional Risaralda, representada por su Gerente Gustavo Orrego Giraldo, o por quien haga sus veces.

III. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS
Se invoca la tutela del derecho fundamental de petición.

IV. ANTECEDENTES

1. Hechos Jurídicamente Relevantes:

Relata la accionante, valiéndose de apoderado, que el día 17 de julio de 2007 presentó cuenta de cobro a la entidad accionada a fin de obtener el cumplimiento de la sentencia emitida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, en la que se condenó al pago de incrementos pensionales.

Manifiesta igualmente que el pasado 15 de enero elevó derecho de petición al ISS, solicitando que le fuera informada la fecha exacta en que iba a ser incluida en nomina la anterior condena, sin que la entidad accionada hasta la fecha de presentación de la presente acción haya emitido respuesta a ésta solicitud.

V. CONTESTACIÓN A LA DEMANDA

Avocado el conocimiento, se informó a la entidad accionada, quien allegó escrito en el que expresa que no son competentes para dar respuesta a la acción de tutela, toda vez que lo es el Departamento de Pensiones del ISS – Seccional Valle, razón por la cual será remitida a esa Seccional.

VI. LA PROVIDENCIA IMPUGNADA 
Mediante providencia del 23 de febrero de 2009 (fls. 19 y s.s.) el funcionario de primera instancia negó la protección constitucional aduciendo que había operado el fenómeno denominado “objeto superado” toda vez que la entidad accionada a través del oficio N° 0776 del 16 de febrero de 2009, informó al petente que no podía atender la solicitud por ser competencia de otra seccional, desapareciendo de esta forma la vulneración, violación o desconocimiento del derecho fundamental de petición; sin embargo, reprochó a la entidad accionada que la respuesta la hubiera emitido como consecuencia de la acción de tutela.
VII. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN
Inconforme con lo decidido interpuso impugnación el actor, por medio de su apoderado, solicitando revocar la sentencia y se ordene proteger el derecho de petición. Argumenta que la solicitud fue concreta y particular al solicitar exclusivamente informar el momento a partir del cual se procederá con la inclusión en nómina, sin que la accionada en la respuesta otorgada haya resuelto el fondo de esa petición, toda vez que sólo se limitó a manifestar la falta de competencia para conocer de dicha petición, remitiéndola a la Seccional Valle; respuesta que no cumple con lo que jurisprudencial y legalmente se entiende como respuesta al derecho fundamental de petición.
VIII. CONSIDERACIONES

1. Problema Jurídico por resolver:
El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:
¿Se supera la vulneración del derecho de petición del accionante, cuando el Instituto de Seguros Sociales, con ocasión a la interposición de la acción de tutela por no responder la petición, envía una comunicación informando al actor que no es competente para resolverla y remite la misma al competente?

La Constitución Política en su artículo 23, consagró el derecho de petición como una facultad de todo ciudadano para formular solicitudes a las autoridades correspondientes, y obtener de estas una respuesta oportuna y completa a las mismas. 

En el presente caso la respuesta emitida por el Departamento de Pensiones del Instituto de Seguros Sociales, Seccional Risaralda al peticionario a través del oficio N° 0766 del 16.02.09 consistió en manifestarle que la competencia para resolver su petición la ostentaba el ISS, Seccional Valle, procediendo a remitir ese asunto a ésta última seccional.
De las pruebas obrantes dentro del proceso, más exactamente de la declaración rendida por el accionante (fls. 17 y s.s.) se puede confirmar la veracidad de la respuesta otorgada por el instituto accionado, toda vez que es el mismo accionante el que admite que su expediente se encuentra en la ciudad de Cali (Valle) y que la pensión le es pagada en el Municipio de Cartago (Valle), con lo cual salta a la vista que la respuesta del Instituto de Seguros Sociales no fue emitida simplemente por exonerarse de responsabilidad ante la presunta vulneración del derecho fundamental de petición, sino que lo hizo atendiendo la situación real del accionante y las competencia internas de la entidad.
Frente al tema de la falta de competencia para resolver un asunto, la H. Corte Constitucional ha manifestado lo siguiente:
“Precisase que esa conducta se ajusta a lo reglado por el artículo 33 del Código Contencioso Administrativo, según el cual, si el funcionario ante quien se formula una petición no es competente, deberá informarlo al interesado, verbalmente o por escrito, según el caso, y en la última eventualidad, "... deberá enviar el escrito, dentro del mismo término al competente...". 

Resulta claro, pues, que el accionado invocó falta de competencia para absolver la consulta que formuló el accionante, lo que no se muestra opuesto al derecho de petición, pues el artículo 25 del mismo estatuto torna en vinculante la formulación de consultas a las autoridades "en relación con las materias a su cargo", y no se halla establecido en el caso concreto que lo interrogado por el petente se refiera a las materias a cargo de aquél.”

Es dable colegir que la entidad accionada no debe responder por el trámite de una petición que se presentó ante ella, cuando el apoderado del accionante tenía conocimiento que la Seccional Risaralda no era la competente para resolver ese derecho de petición, sino que lo era la Seccional Valle, lo anterior, con apoyo en el anterior extracto jurisprudencial y en lo regulado por el legislador a través del artículo 33 del Código Contencioso Administrativo
, precisamente previendo la ocurrencia de estos eventos de falta de competencia para resolver determinada petición, por lo que la respuesta suministrada frente a la petición radicada el 15 de enero de 2009, cesa con la vulneración del derecho fundamental respecto del cual se deprecó protección.
Entonces, coincidiendo con la lacónica decisión de primera instancia, no hay vulneración del derecho de petición, por lo cual la negativa de conceder la tutela merece plena confirmación.

VII. RESUELVE 
PRIMERO: CONFIRMAR en su integridad la sentencia que por vía de impugnación ha conocido. 

SEGUNDO: Notifíquese la decisión por el medio más eficaz.

TERCER: Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme al artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los magistrados, 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria

� CORTE CONSTITUCIONAL. M.P. MANUEL ARDILA VELASQUEZ. Sentencia del 26/06/2001





� ARTICULO 33 C.C.A. FUNCIONARIO INCOMPETENTE. Si el funcionario a quien se dirige la petición, o ante quien se cumple el deber legal de solicitar que inicie la actuación administrativa, no es el competente, deberá informarlo en el acto al interesado, si éste actúa verbalmente; o dentro del término de diez (10) días, a partir de la recepción si obró por escrito; en este último caso el funcionario a quien se hizo la petición deberá enviar el escrito, dentro del mismo término, al competente, y los términos establecidos para decidir se ampliarán en diez (10) días. 
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